Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 8 minutos.) 


-De acuerdo con el artículo 151 del Reglamento de la Cámara de Senadores, al iniciarse cada 
período legislativo, corresponde nombrar un Presidente y un Vicepresidente. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En base al acuerdo suscrito por todas las Bancadas al comienzo de la 
Legislatura, en esta ocasión le toca ocupar la Presidencia de la Comisión al Partido Nacional, que tiene 
tres integrantes y han propuesto al señor Senador Gallinal. Por lo tanto, propongo formalmente que sea 
él quien asuma ese cargo. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Baráibar. 
(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallinal.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 9 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 

(Se da del siguiente:) 


“Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE). Ajustes al régimen de 
exoneraciones. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Carpeta N* 1438/2014. Distribuido N* 
2617/2014 en elaboración”. 


-Si no me equivoco, ya ha sido repartido. 


A los efectos de considerar los puntos que figuran en cuarto y quinto término del Orden del 
Día, vamos a recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, y a su 
equipo asesor. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y sus asesores.) 


-Damos la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas y a los demás integrantes de 
la delegación. Agradecemos su visita y señalamos que constatamos la enorme consideración y el 


respeto que tienen hacia la oposición porque se nota que vienen bien preparados. Es un gusto para la 
Comisión recibirlos y, reitero, agradecemos su presencia. 


Como los integrantes del Ministerio ya lo saben, motivan la convocatoria dos proyectos de ley. 
El primero de ellos refiere a las sociedades anónimas y en comandita por acciones y el segundo tiene 
que ver con el Código Aduanero de la República Oriental del Uruguay, CAROU. 


Antes de entrar en la consideración de estos dos proyectos de ley debemos fijar el régimen de 
trabajo. De acuerdo a lo ya conversado, seguiremos trabajando como lo hemos venido haciendo 
normalmente durante estos años. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el régimen de trabajo que ha venido teniendo la 
Comisión durante toda esta Legislatura, es decir, reunirse los jueves a la hora 10. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias. Es un gusto estar aquí para compartir nuestra visión sobre estos 
dos proyectos de ley, que procuramos se transformen en piezas legislativas a la brevedad porque 
consideramos que son de extrema importancia. 


Para empezar, el primero de ellos está referido al régimen vinculado a las sociedades que 
emiten acciones al portador. Tengo el gusto de estar acompañado por el contador Fernando Serra, 
Director de Asesoría Tributaria del Ministerio; el contador Pablo Ferreri, Director General de Rentas; el 
contador Álvaro Romano, Subdirector de la Dirección General Impositiva y el doctor Guillermo Nieves, 
Asesor Tributario del Área Jurídica de la DGI. 


Este proyecto de ley se relaciona con la Ley N“. 18.930, de 17 de julio de 2012, en lo que 
refiere a la obligatoriedad de las sociedades anónimas y otro tipo de sociedades que emiten 
participaciones o títulos al portador en lo que tiene que ver con la necesidad de identificación de los 
accionistas cuando esas acciones son al portador, a través de la inscripción en un registro que, a tales 
efectos, lleva el Banco Central del Uruguay y que, en general, implica un régimen cuya autoridad de 
control es la Auditoría Interna de la Nación. A su vez, la ley implicaba también la creación de un 
procedimiento que fuera una vía rápida para la transformación de sociedades de acciones al portador 
en sociedades por acciones nominativas. Obviamente, en su momento era bastante complicado 
evaluar o cuantificar la cantidad de sociedades efectivamente vigentes en el Uruguay que realmente 
tuvieran actividad a la hora de plantearse el registro. Pero todo este procedimiento es también una 
buena oportunidad para clarificar la situación y tener un mapa adecuado de las sociedades con títulos 
al portador que efectivamente operan en el país. Además, se inscribe dentro del proceso de 
actualización y modernización normativa referida a todos los procesos de transparencia que afectan el 
área fiscal y tributaria a nivel global. Esto no debe despegarse del proceso que tiene que ver con la 
apertura, la mayor transparencia tributaria, los convenios, los acuerdos internacionales al respecto, la 
flexibilización del régimen de secreto bancario, la eliminación en la reforma tributaria de las sociedades 
anónimas financieras de inversión y la ley a que hacíamos referencia con relación al registro de los 
accionistas al portador de este tipo de entidades. 


Desde nuestra perspectiva, el proceso fue exitoso en la medida en que en un universo 
estimado, que podría estar rondando las 39.000 sociedades con acciones al portador y unas 6.000 con 
acciones nominativas, 13.500 sociedades con acciones al portador se transformaron en sociedades 
con acciones nominativas. O sea que, efectivamente, consideramos que este procedimiento que, 
reitero, era una vía rápida para la transformación, fue muy fructífero. A su vez, en el registro que tiene a 
su cargo el Banco Central y que refiere a los datos relacionados con la estructura de propiedad de 
cada empresa, 23.500 sociedades registraron la información solicitada en ese proceso, que en su 
momento tenía como fecha de finalización fines de abril del año pasado y por razones operativas se 


extendió un mes más, es decir, hasta fines de mayo. De modo que esta sería la información que se 
procesó hasta el 31 de mayo de 2013 y la situación se mantuvo esencialmente incambiada a partir de 
ese momento. 


A la luz de estos cambios, ahora existe un número de sociedades que no es sencillo 
determinar, pero sigue siendo relativamente importante. Estas sociedades se encuentran en una 
situación jurídica incierta, puesto que en algún momento se registraron en la Dirección General de 
Registros y algunas de ellas seguramente se transformaron, cesaron en su actividad o quizá nunca la 
tuvieron. A nivel de lo que es la efectiva actividad tributaria y de Banco de Previsión Social, el número 
de sociedades que podríamos considerar activas y que no se inscribieron en el registro del Banco 
Central, igual sigue siendo un número importante. Obviamente, el corolario natural a una exigencia, a 
una obligatoriedad de registro -tengamos en cuenta que ha pasado casi un año desde la fecha de 
vencimiento de esa obligatoriedad- más allá de la cuestión sancionatoria, que va de suyo y está 
explicitada en la ley anterior, debe pasar por definir qué capacidades operacionales damos a 
sociedades que no han cumplido con este requisito. 


Para el caso de aquellas sociedades que no habían presentado las declaraciones fiscales ni 
habían pagado el Impuesto de Control de las Sociedades Anónimas -el ICOSA- desde por lo menos 
tres años, la Dirección General Impositiva procedió a clausurarlas de oficio. Esto solo refiere a los 
efectos administrativos de dicho organismo, pero no implica la muerte civil de esas sociedades sino, 
simplemente, su clausura a los efectos de la actividad tributaria. Entendemos que esta situación ya se 
ha sostenido por un tiempo suficientemente prolongado como consecuencia del propio diseño jurídico- 
comercial aplicable a las sociedades anónimas. En el conjunto de sociedades clausuradas de oficio por 
la Dirección General Impositiva hay una variedad importante, entre la que pueden encontrarse aquellas 
que fueron utilizadas con fines instrumentales o que sirvieron transitoriamente para proceder al cambio 
de propiedad de determinados bienes, como por ejemplo bienes inmuebles. Esta conclusión se 
fundamenta en el propio desinterés de los accionistas de cumplir con sus obligaciones fiscales. De 
hecho, todo este esquema, que es previo a la ley a la que hacíamos referencia, no implicaba ningún 
incentivo para que muchas de estas sociedades llevaran adelante los procesos de disolución o 
liquidación formal. Justamente, lo que procuramos con el presente proyecto de ley es resolver estos 
problemas que les dificultan a las sociedades cumplir con la identificación de los titulares de 
participaciones patrimoniales emitidas al portador y efectuar, por lo tanto, una depuración de las 
sociedades anónimas y en comandita por acciones que fueron incumplidoras de estas obligaciones de 
identificar a sus accionistas, según las resoluciones derivadas de la Ley N* 18.930. 


En definitiva, con esta iniciativa se busca generar dos tipos de soluciones. Para el caso de las 
sociedades que no identifiquen a titulares que alcancen a representar la mitad o más de la mitad del 
capital integrado -es decir, aquellas que no han presentado suficiente información como para identificar 
quién tiene el control de la sociedad- se plantea que queden disueltas de pleno derecho en un plazo de 
90 días, sin necesidad de trámite administrativo alguno. Esto supone que hay un margen de 90 días 
para que aquellos que, entendiendo lo que la disolución de pleno derecho podría implicar y deseen 
reactivar y regularizar la sociedad, puedan hacerlo. Cuando se habla de la mitad o más de la mitad de 
las acciones, nos referimos a todo tipo de acciones, ya sean las al portador registradas, o las 
nominativas o escriturales. La idea es que sean sociedades donde no esté claramente identificado el 
control de la misma. 


Por otro lado, para el caso en que la sociedad no resulte disuelta de pleno derecho y que los 
titulares no cumplan con la obligación de identificarse ante la sociedad, serán estos los que perderán la 
calidad de titulares. 


En concreto, el proyecto de ley tiene como norte solucionar el problema de los 
incumplimientos, sobre todo para aquellas sociedades que efectivamente tienen razón de ser, tienen un 
objeto y pretenden seguir operando. Reitero que esto está referido tanto a los titulares de 
participaciones al portador emitidas por sociedades anónimas, por sociedades en comandita y también 
por fideicomisos, fondos de inversión y otras entidades que tengan soluciones análogas. 


A su vez, el proyecto de ley propone una serie de medidas para que esto no vuelva a suceder 
en el futuro. Hay un conjunto de normas tendentes a evitar que, en lo sucesivo, se vuelva a generar el 


problema de que haya sociedades vigentes sin contenido económico real o que surjan omisiones en la 
identificación de titulares de participaciones patrimoniales. 


Se trata de un proceso complejo, en donde hay un conjunto de instituciones involucradas; 
justamente, este proyecto de ley se llevó adelante con el trabajo mancomunado de técnicos de los 
distintos organismos relacionados con el tema, como por ejemplo la Auditoría Interna de la 
Nación -que opera, digamos, como policía del proceso- el Banco Central del 
Uruguay -que lleva operacionalmente el registro de accionistas- por supuesto, la 
Dirección General Impositiva, la Dirección General de Registros y el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Asimismo, por tratarse de una iniciativa que en los terrenos jurídico y contable involucra de 
manera sustancial la actividad de las sociedades en el país, también le fue remitida una versión de ella 
a la Asociación de Escribanos del Uruguay, al Colegio de Contadores, Economistas y Administradores 
del Uruguay, y al Colegio de Abogados del Uruguay, de quienes se recibió un conjunto de planteos que, 
en la medida en que fueran consistentes y coadyuvaran con los objetivos del proyecto de ley, fueron 
evaluados y tomados en consideración. 


Esta es un poco la idea global del proyecto de ley, aunque no sé si valdrá la pena entrar en el 
detalle respecto a las cuestiones más procedimentales para que toda la etapa de disolución de pleno 
derecho o de exclusión de titulares se lleve adelante; pero, por supuesto, si los señores Senadores lo 
entienden conveniente, los podemos detallar. Básicamente, estamos diciendo que el proyecto de ley 
prevé que, en un plazo de 90 días, las sociedades regularicen definitivamente su situación o queden 
disueltas en aquellos casos en donde los titulares -que implican el control de ellas- no queden 
identificados. 


A su vez, hay una serie de medidas que -como decía anteriormente- procuran evitar que se 
regenere una situación en la que haya sociedades con titulares no identificados o sociedades que 
queden abiertas sin tener un sentido económico real. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He escuchado atentamente la intervención sumamente ilustrativa y rica del 
señor Ministro en cuanto a los datos y ya que nos preguntaba si era conveniente que hiciera referencia 
al articulado, creo que sería bueno que nos diera una visión panorámica de aquellos que considere 
más relevantes. Me parece que ello ayudaría a que su exposición quedara más completa, sobre todo 
teniendo en cuenta que la versión taquigráfica de la Comisión será leída por los demás colegas, a los 
efectos de tener un cabal conocimiento del tema al momento de votar. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, se establece un plazo de 90 días para cumplir con las 
obligaciones de identificación dispuestas en la Ley N* 18.930, que mencionamos anteriormente. Está 
claro que cumplir ahora con esa obligación no exime a los incumplidores de las sanciones 
administrativas o pecuniarias correspondientes, pero sí evita entrar en este proceso de disolución de 
pleno derecho. Lo que se establece primariamente en el articulado es la disolución de pleno derecho 
de las sociedades anónimas y en comandita por acciones que no cumplan dentro del mencionado 
plazo con la obligación de identificar a la mayoría de sus accionistas. Reitero que estamos hablando de 
sociedades que no logren identificar accionistas que impliquen el control de la sociedad, o sea, la mitad 
o más de los paquetes accionarios. 


Asimismo, después de esos 90 días previstos, las sociedades disueltas de pleno derecho 
dispondrán de 120 días para proceder a su liquidación. Es decir que en primer lugar se les da 90 días 
para que regularicen la situación y, de no hacerlo, se las disuelve de pleno derecho y en los 120 días 
posteriores deberán proceder a una liquidación que implica la extinción de los pasivos y la adjudicación 
de los activos. Aquí pueden suceder dos cosas. Una de ellas es que, efectivamente, en el plazo de 120 
días las sociedades extingan el pasivo y adjudiquen todo su activo y, por lo tanto, queden en 
condiciones de cancelar su personería jurídica a través de un procedimiento automático que implica la 
clausura ante la DGl y el BPS y la posterior comunicación que hará la DGI a la Dirección General de 
Registros. Si no es factible que en esos 120 días la sociedad acredite la extinción del pasivo y la 
adjudicación del activo en su totalidad, se hace pasible a una multa equivalente al 50% del valor de sus 
bienes. 


Por lo tanto, lo que se está haciendo es ofrecer un procedimiento para que los 
administradores de las sociedades anónimas cuyos accionistas se encuentran ausentes o que no están 
en condiciones de regularizar su situación, puedan proceder casi automáticamente a la liquidación de 
la sociedad. Todo este proceso apunta a hacer esto de manera simplificada. A aquellas sociedades que 
no estén en condiciones de regularizar por su propia naturaleza, se les habilita para que de manera 
casi automática puedan disolverse, y también se genera un trámite muy simplificado para que las 
sociedades que a la fecha de la puesta en vigencia de la ley estén en condiciones de clausurar 
actividades ante la DGl y ante el Banco de Previsión Social al haberse disuelto y extinguido el pasivo y 
adjudicado el activo -es decir que ya están prontas para la liquidación- puedan hacerlo de manera 
sencilla. A través de una comunicación directa de la DGI a la Dirección General de Registros, una vez 
hecho este proceso de liquidación, se cancelaría la inscripción registral y, por lo tanto, la extinción de la 
personería jurídica. En este caso, la simplificación también viene por el lado de que se prescindirá del 
requisito del certificado especial, sin perjuicio de la responsabilidad tributaria que pudiera corresponder. 
O sea que esto no implica que si existen obligaciones con la DGI o el BPS tengan que extinguirse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que estamos tratando el artículo 1%, quería preguntar al señor Ministro qué 
va quedando en materia de sociedades anónimas con acciones al portador. Si no me equivoco, existe 
una ley que da al Poder Ejecutivo la facultad de no autorizar la conversión en sociedades anónimas de 
aquellas sociedades propietarias de inmuebles rurales de determinadas extensiones. 


SEÑOR MINISTRO..- ¿Se refiere a quiénes quedan afuera de la obligación de registrarse? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo saber qué sociedades anónimas quedan en el país que sigan siendo 
sociedades con acciones al portador. Inclusive, he hecho un pedido de informes -y aún no he recibido 
respuesta- para saber en qué oportunidades se hizo uso de esa facultad por parte del Poder Ejecutivo 
y por qué motivos. 


Pero me pregunto, aparte de esas, ¿existen algunas otras sociedades que todavía puedan 
mantener el régimen de acciones al portador? 


En segundo término -quizá mi interrogante sea producto de mi falta de conocimiento en la 
materia- cuando se dice que se da un plazo de 90 días corridos para que se informe sobre los titulares 
que representen al menos el 50% del capital integrado o su equivalente y se informa, ¿no hay 
obligación de informar sobre el resto de los titulares, o eso ya está previsto? Lo pregunto porque, 
entonces, habría una manera de mantener acciones al portador. 


Lo tercero que me genera dudas es si no se cumple con lo dispuesto en el artículo 1*, la 
sociedad queda disuelta de pleno derecho. Teóricamente, usted señalaba que entrarían luego en un 
proceso de liquidación y serían pasibles de multas. Me pregunto cómo puede una sociedad disuelta de 
pleno derecho ser pasible de multa, porque si es así, hasta quizá se le dificulte el proceso de 
liquidación porque una sociedad disuelta de pleno derecho quedaría extinguida. 


SEÑOR MINISTRO.- No podría hacer nada. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Claro! Entonces, ¿cómo se liquida, o cómo se la multa? 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, creo que hay que dejar en claro que el régimen de sociedades 
con acciones al portador sigue vigente. Aquí de lo que estamos hablando es de la obligatoriedad de 
registrar a los titulares de esas acciones. En ese sentido, todas las sociedades de las que estamos 
hablando se mantienen en el régimen de sociedades al portador. Quizás la pregunta refiera más a 
quiénes no tienen esa obligación, es decir, si hay algún subgrupo de sociedades que no estén 
obligadas a registrar a sus titulares, que es lo que estaba previsto en la Ley N* 18.930 y tiene que ver 
con las sociedades que cotizan en Bolsa. En realidad, la propia ley excluía a un grupo cuando no 
resultaba razonable ni factible identificar a sus titulares. En ese sentido, esta ley no innova con 
respecto a cuáles son las sociedades que tienen la obligatoriedad de registrar a los titulares de las 
acciones. 


En cuanto a las que no registren más de la mitad del total, lo que se plantea es que la 
obligatoriedad de registrar sigue existiendo, pero no hay disolución de pleno derecho si se registra más 
de la mitad del capital y seguirán aplicándose las sanciones que corresponda. El proyecto plantea que 
los titulares que no se registren van a perder sus derechos. Esto quiere decir que a los ojos de la 
Administración quienes mantienen sus derechos sobre la sociedad van a ser aquellos que 
efectivamente se registren, por lo que, en caso de que la sociedad no resulte disuelta de pleno derecho 
y los titulares no cumplan con la obligación de identificarse ante la sociedad, ellos perderán la calidad 
de titulares. En definitiva, la obligatoriedad del registro sigue existiendo, pero no procede la disolución 
de pleno derecho. 


Con respecto a la relación disolución - liquidación, voy a solicitar permiso para que 
intervenga el contador Fernando Serra, Director de Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


SEÑOR SERRA.- Una vez que la sociedad se disuelve -en este caso, de pleno derecho- se abre un 
proceso de liquidación. La sociedad disuelta mantiene los bienes y comienza un proceso a través del 
cual se concluye la liquidación por la cancelación de los pasivos y la realización de los activos, así 
como, eventualmente, la adjudicación a los accionistas. Quiere decir que la sociedad disuelta mantiene 
su personería jurídica, se extingue luego de haberse liquidado y puede suceder que tenga bienes 
ocultos o no identificados. Por consiguiente, el propósito de esta multa es que, en el caso de que no se 
proceda a la realización de los bienes, el día que se detecten bienes en poder de la sociedad, si no 
fueron oportunamente declarados y transparentados como corresponde en el proceso de liquidación, 
van a ser pasibles de una multa del orden del 50% y no menor, en el entendido de que esto tiene por 
finalidad evitar el ocultamiento de bienes de la sociedad, ya sea en el país o en el exterior. 


SEÑOR MINISTRO.- Quizás en este proceso de simplificación y facilitación de la disolución y 
liquidación de estas sociedades, como decíamos, el proceso de liquidación implicaba la extinción de 
los pasivos y la adjudicación de los activos. Parte del proceso de simplificación y facilitación implica 
que la adjudicación de activos en estos casos va a estar exonerada de todo tipo de tributos. 


Además de este proceso de depuración que permitiría el proyecto, también se plantean un 
conjunto de soluciones que apuntan a que la situación no vuelva a generarse. Con ese objetivo se 
proponen, básicamente, tres cosas. En primer lugar, que luego de cumplido el plazo de 90 días de que 
disponen las entidades para regularizar su situación, el Banco Central sólo podrá aceptar 
declaraciones que comprendan la identificación de la totalidad de los titulares de participaciones al 
portador. De esta manera se trata de evitar que luego de finalizado este plazo y de proceder a la 
depuración, vengan nuevas sociedades que registren parcialmente a sus titulares en el Banco Central, 
ya que éste sólo aceptaría registros de sociedades que comprendan la totalidad de los titulares del 
capital involucrado. 


En segundo lugar, la normativa propuesta establece que, en el caso de entidades que se 
constituyan o pasen a estar obligadas a identificar a los titulares al portador y éstos no cumplan, se va 
a presumir que los fundadores o antecesores nominativos son los que tienen la calidad de titulares. 
Estos eran los casos donde no existía disolución de pleno derecho de la sociedad, pero sí la extinción 
de derechos de aquellos titulares que no se identifiquen. 


En tercer término, el proyecto de ley prevé que cuando se alteran las participaciones relativas 
en el capital integrado como consecuencia de modificaciones contractuales o aumentos de capital y 
eso genere incumplimientos -es decir que no se cumpla con las obligaciones de identificar a los nuevos 
titulares derivados de cambios contractuales o de aumentos de capital- se perderá de pleno derecho la 
calidad de titular en relación con dicho aporte. También habrá 90 días para que las sociedades que 
aumenten su capital o tengan modificaciones contractuales identifiquen a los titulares que sea 
necesario para explicar estos cambios; de lo contrario, se perderá de pleno derecho la calidad referida 
a los titulares por ese aumento de capital o modificación contractual. 


También de manera operacional se hace una pequeña modificación a la Ley N* 16.060, de 
Sociedades Comerciales a efectos de establecer un trámite más eficiente para la cancelación de la 
personería jurídica de las sociedades. Actualmente, como culminación del proceso de liquidación de 


una sociedad y a efectos de proceder a la cancelación de la inscripción registral ante la Dirección 
General de Registros, era necesario, en forma previa, tramitar ante la Dirección General Impositiva y el 
Banco de Previsión Social certificados especiales, pero en realidad, por la vía de los hechos, casi 
nunca se gestionaban porque no había ningún incentivo para que ello se hiciera o no estaba entre las 
prioridades de las Administraciones y podía tomar plazos demasiado extensos. Por lo tanto, para 
facilitar el proceso de cancelación de la inscripción ante la Dirección General de Registros se modifica 
el artículo 181 de la Ley de Sociedades Comerciales a efectos de permitir, en este caso, la cancelación 
de la inscripción registral en la referida Dirección, sin necesidad de emitir los certificados especiales por 
parte de la Dirección General Impositiva y del Banco de Previsión Social. 


Creemos que esta descripción enumera los aspectos relevantes del proyecto de ley que se 
propone. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración de la Comisión la información proporcionada por el 
señor Ministro. 


Quiero recordar al señor Ministro que quedó pendiente -aunque sé que no tiene en este 
momento los datos en su poder- la respuesta al pedido de informes sobre las excepciones que se 
envió hace un tiempo, porque es una resolución del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto mandaremos la respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos enviar nuevamente el pedido de informes, pero esa es la 
información a la que pretendemos acceder, porque siempre quedó la duda sobre cuáles eran los 
fundamentos por los que se podía decir en qué casos correspondía y en cuáles no. 


SEÑOR MINISTRO..- ¿Se refiere a la exigencia del registro de titulares? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto, señor Ministro. 
Corresponde considerar el siguiente punto del Orden del Día. 


SEÑOR MINISTRO.- Si el señor Presidente me autoriza, a los efectos de presentar el proyecto de ley 
referido al Código Aduanero de la República Oriental del Uruguay, voy a solicitar que me asistan los 
asesores en materia aduanera. Tengo el gusto de estar acompañado por el economista Álvaro Ons; el 
contador Enrique Canon, Director Nacional de Aduanas; el doctor Marcos Álvarez, Asesor Letrado del 
Ministerio de Economía y Finanzas, y el doctor Stanislao Lamenza, asesor de la Dirección Nacional de 
Aduanas. 


Presentamos un proyecto de ley muy importante en el proceso de modernización de toda la 
actividad aduanera del país, que ya tuvo tratamiento parlamentario en la Cámara de Representantes. 


Aquí básicamente procuramos -a través de una presentación que ya fue distribuida- 
fundamentar este proyecto de ley, cuyo antecedente relevante es que los pilares de la legislación 
aduanera uruguaya son realmente arcaicos. El Código Aduanero Uruguayo -CAU- fue aprobado en la 
Ley N.* 15.691 del año 1984, el régimen infraccional aduanero fue establecido en la Ley N.* 13.318 que 
data de 1964 y el régimen de despachantes de aduanas fue aprobado en la Ley N* 13.925, de 1970. 
Creo que todos podemos rápidamente entender que los cambios sustanciales en el comercio exterior, 
en sus procedimientos y en su tecnología, ha cambiado de manera sustancial en los últimos 30, 40 o 
50 años -esa es la antigiedad de los marcos normativos de que hablamos- y, por lo tanto, se hace 
imprescindible una actualización, una modernización y un nuevo enfoque en materia de legislación 
aduanera. 


Lo que procuramos con este nuevo Código Aduanero de la República Oriental del Uruguay 
es justamente tener un único cuerpo normativo que incorpore todas las características referidas a los 
agentes que participan del proceso, al régimen infraccional y obviamente al enfoque que la Aduana 


debe desarrollar en el siglo XXI, que consiste en efectuar los controles y la fiscalización necesarios, 
precisamente para que el comercio exterior no sea objeto de delitos de distinta naturaleza, pero 
también en aras de facilitar el comercio que es imprescindible para el desarrollo económico y social de 
los países. 


Diversas características hacen que toda la normativa vigente -principalmente, 
repito, estas tres leyes que datan de 1964, 1970 y 1984- presente dificultades no solo por necesitar 
lógicamente una actualización, sino también por el nivel operacional, ya que al estar en distintos 
cuerpos legislativos que han recibido modificaciones a lo largo de todo este tiempo se generan 
inconsistencias que luego perturban la aplicación y la observancia de las normas legales. 


Por lo tanto, es difícil aplicar la normativa de manera integral por las propias inconsistencias 
que se van generando, por las dificultades de interpretación y también por el hecho de no reflejar los 
cambios sustanciales en las características del comercio internacional. Incluso, la definición de los 
propios agentes que participan del proceso aduanero, de alguna manera es de otra época. 


A su vez, el régimen infraccional aduanero vigente no se ajusta a la realidad actual de los 
incumplimientos de la legislación aduanera. Además, de alguna manera el régimen infraccional ha 
estado conviviendo con una jurisprudencia que ha ido incorporando componentes de imputación 
subjetiva en forma creciente. 


Argumentado el hecho de que la legislación aduanera vigente es realmente arcaica, debemos 
colocar la propuesta del proyecto de ley en la perspectiva de lo que es un proceso derivado del 
Programa Modernización de la Dirección Nacional de Aduanas y de la actividad aduanera en general. 
Primordialmente, desde el año 2007 se ha explicitado por parte del Gobierno el Programa 
Modernización de la Dirección Nacional de Aduanas, que ha sido una prioridad en el trabajo de dicha 
Dirección y que, obviamente, tiene que incluir la modernización de la normativa aduanera. 


El Programa Modernización de la Dirección Nacional de Aduanas, que comienza -reitero- en 
2007, tiene implícitas distintas estrategias: unificar, sistematizar y actualizar la normativa eliminando, 
justamente, estos problemas de interpretación e incorporando prácticas actualmente aceptadas en el 
comercio internacional; definir claramente el ámbito de aplicación y el territorio aduanero, consistente 
con el mantenimiento del esquema de promoción de inversiones y los distintos regímenes 
promocionales vigentes, sin perjuicio de que se fortalezcan y aclare el alcance de los controles que, por 
razones de seguridad, fiscalización y sanitarias, deben hacerse. A modo de ejemplo, nos referimos a 
los esquemas de puertos y aeropuertos libres, de zonas francas, de depósitos fiscales, entre otros. 
Obviamente, también esta normativa se hace compatible con un proyecto de ley que se está 
tramitando en forma paralela y que tiene que ver con la consolidación y fortalecimiento de lo que 
denominamos zonas francas y que en el proyecto de ley se plantea llamar zonas económicas 
especiales. 


Asimismo, el Programa Modernización de la Dirección Nacional de Aduanas implica 
incrementar mejoras sin aumentar costos. Aquí surge el hecho de que es absolutamente imposible 
fiscalizar todo lo físico que pasa cerca, ya que implicaría una perturbación del comercio que no es 
consistente con una visión de desarrollo razonable de la economía y del comercio en el país. Por lo 
tanto, esa combinación sana de fiscalizar lo que se debe fiscalizar y facilitar lo que hay que facilitar en 
materia comercial, debe hacerse a partir de la incorporación de inteligencia, es decir, de la 
incorporación de modelos de riesgo y de criterios que, justamente, que tienen que ver con la 
fiscalización selectiva necesaria para cumplir en forma paralela dos cosas que en principio podrían 
parecer contradictorias: el control y la facilitación. 


Por otro lado, era imprescindible mejorar, desde el punto de vista legislativo, la especificación 
de las competencias de la Dirección Nacional de Aduanas, diferenciando los cometidos en frontera, en 
zonas especiales, en recintos aduaneros como en otros. A su vez, era necesario establecer que los 
controles puedan ser a priori o a posteriori, ya sean físicos o documentales; establecer que se pueda 
aplicar una selección en base a modelos de riesgo o controles aleatorios a efectos de hacer 
compatibles los objetivos de fiscalización y facilitación; prever la existencia de operadores económicos 
autorizados, algo que recientemente se ha establecido a nivel de decreto y que hace a que los agentes 


en el proceso aduanero tengan derechos y obligaciones diferentes, que contribuyan al mejoramiento de 
la fiscalización y que apunten a la facilitación del comercio; así como definir otras potestades 
reglamentarias. 


Obviamente, en todo este proceso la transparencia es un factor sustancial y relevante, así 
como también lo es la clara definición de roles y responsabilidades que competen a la Administración y 
a los agentes del sector privado que están involucrados en el proceso. En ese sentido, en el proceso 
de modernización debe ampliarse el elenco de agentes relacionados con la administración aduanera, 
para lo cual es imprescindible definirlos adecuadamente y asignarles los derechos y obligaciones que 
correspondan y fijar el régimen sancionatorio que se entienda del caso. 


Cada uno de estos aspectos que hemos ido desarrollando en el Programa Modernización de 
la Dirección Nacional de Aduanas fueron contemplados en la confección y en la propuesta de Código 
Aduanero de la República Oriental del Uruguay -el CAROU- que estamos presentando en el día de 
hoy. 


Paralelamente al proceso de modernización de la Aduana, en el año 2010 se dio también, en 
el ámbito del Mercosur, la aprobación del Código Aduanero del Mercosur, el CAM. A este respecto, 
debe quedar claro que era absolutamente imposible encarar la elaboración del Código Aduanero de la 
República Oriental del Uruguay sin incorporar al Código Aduanero del Mercosur. Quizá una posibilidad 
hubiera sido tener dos cuerpos normativos diferentes; esto es, por un lado haber aprobado tal como 
venía el Código Aduanero del Mercosur y por otro el Código Aduanero de la República Oriental del 
Uruguay. Ahora bien, teniendo en cuenta los antecedentes en el sentido de que tener cuerpos 
normativos diferentes podía generar dificultades de interpretación, inconsistencias, etcétera, se optó 
por subsumir el Código Aduanero del Mercosur en esta propuesta de Código Aduanero de la 
República Oriental del Uruguay. Eso es posible porque el Código Aduanero del Mercosur es un código 
marco que permite la incorporación de los regímenes particulares de cada país. En general, el CAM 
establece y armoniza conceptos generales, así como los principios e institutos fundamentales que, de 
alguna manera, operan en el comercio internacional. Reitero, además, que es lo suficientemente 
amplio como para contemplar elementos particulares que los distintos Estados Partes del Mercosur 
puedan contener. Las legislaciones aduaneras nacionales se aplican de forma supletoria en todos los 
aspectos no regulados o regulados de manera incompleta por el Código Aduanero del Mercosur. 
Corresponde decir, también, que el CAM tomó como nutriente para su definición como normativa 
aduanera aquellas que a nivel global registran un mayor grado de actualización. Nos referimos, por 
ejemplo, al Convenio de Kioto -Convenio Internacional para la Simplificación y Armonización de los 
Regímenes Aduaneros-; al marco normativo de la Organización Mundial de Aduanas, para asegurar y 
facilitar el comercio global; al Código Aduanero europeo y al Código Aduanero centroamericano. 


El Código Aduanero del Mercosur recoge, además, otras figuras consideradas como 
institutos de vanguardia en el Derecho Internacional. Entre ellas se destacan el operador económico 
calificado -reitero que acaba de reglamentarse a nivel de decreto-; los mecanismos de selectividad 
basados en análisis de riesgo para el control -decíamos que solo mediante la incorporación de modelos 
de riesgo e inteligencia podemos compatibilizar los objetivos de fiscalización y facilitación del 
comercio-; la utilización preferente de sistemas informáticos y medios de trasmisión electrónica de 
datos -esto no solamente reduce costos de transacción sino que, además, permite una mejor 
fiscalización y mitiga los riesgos de actividades delictivas y de corrupción-; el reconocimiento de la 
firma digital certificada o la firma electrónica segura y los sistemas de consultas previas vinculantes 
sobre aplicación de la normativa. Esto también para nosotros también es muy importante: que, ante la 
duda, los agentes puedan consultar, que la Administración tenga un procedimiento rápido y efectivo 
para despejarlas y que las respuestas de esta tengan carácter vinculante. Esto también reduce o mitiga 
problemas, otorga mayores certezas a los agentes, tanto a los que operan en la actividad aduanera 
como a la Administración a la hora de fiscalizar y, eventualmente, sancionar. 


Más allá de las notorias dificultades que uno pueda analizar en el proceso del Mercosur, el 
CAM es un instrumento que tiene una visión de mediano plazo, que de alguna manera también ayuda 
a sentar las bases para la cooperación entre las Aduanas de los distintos Estados Partes del Mercosur 
y, por lo tanto, puede permitir el apuntalamiento de procesos de profundización bilateral y dar alcance 
regional a instrumentos específicos de facilitación de comercio que cada país pueda tener. 


Con esos tres antecedentes primordiales, es decir, con una legislación aduanera arcaica, un 
programa de modernización de la Aduana en curso y la aprobación, a nivel del Mercosur, del Código 
Aduanero del Mercosur, es que se plantea entonces la propuesta de Código Aduanero de la República 
Oriental del Uruguay -el CAROU- como una necesidad y, sobre todo, como resultado de un amplio 
proceso de debate, de discusión y de consulta. 


Obviamente, el Código Aduanero es un instrumento básico para la inserción económica 
internacional del país. Además, siendo consistente con el Código Aduanero del Mercosur, complementa 
los aspectos que allí puedan estar parcialmente considerados, y creemos que también tiene la belleza 
de integrar y sistematizar las disposiciones en un único cuerpo normativo, incluyendo todos los puntos 
relevantes que debe contener: los agentes, el infraccional y todos los procedimientos concernientes a 
la operativa aduanera. 


Con respecto al proceso de elaboración del proyecto, cabe aclarar que en la Dirección 
Nacional de Aduanas se estableció un centro de consultas y fueron considerados los aportes recibidos 
de todos los agentes, tanto de la Administración como del sector privado, a través de distintos 
especialistas, operadores y asociaciones. En ese sentido, permítanme hacer un salto cronológico y 
señalar que el desarrollo que tuvo a nivel de la Cámara de Representantes replicó todo ese proceso de 
participación y de consulta de la Administración pero, sobre todo, del sector privado y, por lo tanto, se 
incorporaron consideraciones provenientes de agentes relevantes: Terminal de Cargas del Uruguay, 
Cámara Autotransporte Terrestre Internacional del Uruguay, Asociación Uruguaya de Empresas de 
Servicio Expreso, Asociación de Despachantes de Aduana del Uruguay, Centro de Navegación y 
Administración Nacional de Puertos. En el ámbito especializado también se contó con la opinión de la 
Magistratura del Poder Judicial, habiendo participado de la discusión llevada a cabo en la Cámara de 
Representantes la señora Jueza Julia Staricco, así como reconocidos especialistas en la materia, tales 
como los doctores Raúl González Berro, Pablo Labandera y Pablo González Bianchi. 


En definitiva, pensamos que la forma participativa en la que se dio el proceso es parte de las 
virtudes que tiene la propuesta que estamos formulando, que surgió previo a la conformación del 
anteproyecto de ley, así como durante el trámite legislativo. 


Voy a especificar cuatro aspectos básicos que incorpora el Código Aduanero que estamos 
proponiendo. En primer lugar, se trata de un Código que debe ser consistente con la visión del Uruguay 
como centro logístico; el propio nacimiento del país se asocia, de alguna manera, a sus puertos, a su 
ubicación geográfica y a su potencial como centro logístico de la región. Obviamente, como ya dijimos, 
este Código tenía que adecuarse a los regímenes promocionales preexistentes, como las zonas 
francas y el puerto y el aeropuerto libres. Actualmente, las zonas francas -reitero que este 
planteamiento es absolutamente consistente con el proyecto de ley sobre zonas económicas 
especiales que se está tramitando paralelamente, que no es otra cosa que la modernización, 
profundización y consolidación del esquema de zonas francas- son exclaves aduaneros, no así los 
puertos y aeropuertos que hay en el Uruguay. El hecho de que hoy las zonas francas sean exclaves 
aduaneros limita las posibilidades de prestar servicios logísticos a mercaderías originarias de la región 
o de terceros países que se benefician con preferencias comerciales. En cambio, los puertos y 
aeropuertos libres no constituyen exclaves aduaneros; están dentro del recinto donde se realizan 
operaciones aduaneras y la Dirección Nacional de Aduanas tiene competencia con relación a la 
disponibilidad de la mercancía pero, de hecho, las modalidades de control aduanero dentro de esos 
recintos portuarios y aeroportuarios no están previstas en normas legales integrales sino en decretos y 
en órdenes del día de la propia Dirección Nacional de Aduanas. En consecuencia, la propia existencia 
del control aduanero es la que permite que en el recinto aduanero portuario o aeroportuario las 
mercaderías estén exentas de los tributos y recargos aplicables a -o en ocasión de- la importación. Sin 
este control aduanero no sería posible la emisión de certificados de origen derivados para mercancías 
en depósitos intraportuarios que son aceptados a nivel del Mercosur. 


Entonces, transformar al puerto o aeropuerto libre, como regímenes, en un exclave aduanero 
implicaría limitar severamente sus actividades actuales y potenciales, como también la visión del país 
como un centro logístico en su conjunto. Por eso, la fórmula que está propuesta en el proyecto sobre lo 
que es el rol aduanero en puertos y aeropuertos libres se hace consistente con la visión de hub 
logístico y, a su vez, con el régimen de zonas francas preexistente. Esto se hace a través de las 
definiciones de territorios y zonas aduaneras que incorpora el Código, que son estándares a nivel 


internacional; ello implica la definición del territorio aduanero como aquel en el que es aplicable la 
legislación aduanera, estableciéndose que esta se aplica a la totalidad del territorio de la República 
según el Protocolo de Kyoto y el Código Aduanero del Mercosur. 


En este Código las zonas francas quedan bajo control aduanero, lo que potencia las 
actividades en ellas desarrolladas, y contribuye a incrementar la transparencia y a mejorar la imagen 
del régimen. Reitero que esto es consistente con lo planteado paralelamente en el proyecto de ley de 
zonas económicas especiales en cuanto a incorporar las zonas francas con un mayor control de parte 
de la Dirección Nacional de Aduanas. 


El CAROU también incorpora la formulación, de aplicación generalizada, de las llamadas 
zonas aduaneras previstas en el Código Aduanero del Mercosur: la zona primaria, que implica puertos 
y aeropuertos, puntos de frontera y áreas adyacentes, como también otras áreas que la ley o el Poder 
Ejecutivo definan; la zona secundaria que, justamente, es el área del territorio aduanero que no es 
definido como zona primaria; y las zonas de vigilancia aduanera especial, que son áreas próximas a la 
frontera, puertos o aeropuertos internacionales. 


Entonces, el Código integra el régimen de puertos y aeropuertos libres jerarquizando sus 
aspectos operativos esenciales. El régimen se mantiene con su actual estatus jurídico aduanero y sin 
limitación o restricción alguna. Además, el Código prevé que aquellos puertos y aeropuertos en que se 
aplica el régimen de puertos y aeropuertos libres son zonas primarias aduaneras a las que se les aplica 
dicho régimen. 


En este sentido, creemos que la definición de zonas aduaneras y el rol de la Aduana 
controlando no solamente el régimen de puertos y aeropuertos libres, sino también el de zonas francas, 
consolida y potencia el régimen vigente y, a su vez, la capacidad y el potencial de las actividades 
logísticas del país a través de diversas vías. 


Asimismo, el CAROU incorpora una modalidad de depósito aduanero  -que es el depósito 
logístico- que se puede emplear en áreas de puertos y aeropuertos libres. 


Por lo tanto, si uno tuviera que sintetizar esta relación entre el Código del Mercosur, el que se 
propone y los regímenes de zonas francas y puertos y aeropuertos libres, deberíamos decir que el 
Código del Mercosur incluye a los puertos y aeropuertos libres en la zona primaria aduanera, lo que no 
modifica la situación actual de competencias y obligaciones de control de la Dirección Nacional de 
Aduanas en los recintos aduaneros portuarios y aeroportuarios. A partir de lo previsto por el Código del 
Mercosur, las modalidades de control en cualquier área del territorio aduanero son objeto de definición 
de cada uno de los Estados Parte y su administración aduanera respectiva. 


El Código también prioriza la utilización de sistemas informáticos y medios de transmisión 
electrónica de datos, así como las modalidades de control asociadas con la operativa de puertos y 
aeropuertos libres, que son admitidas por el Código del Mercosur y previstas expresamente en el que 
se propone, que mantiene plena consistencia con lo previsto en el Código del Mercosur sin erosionar 
en lo más mínimo el régimen de puertos y aeropuertos libres vigente. Por el contrario: mejora su 
institucionalidad y potencia el desarrollo de la actividad logística. Por lo tanto, el Código que 
proponemos no solo es consistente con el Código del Mercosur, sino que explícitamente lo incluye. 


Un segundo aspecto que nos parece importante desarrollar refiere a cómo el Código trata la 
figura de los despachantes de aduana. En particular, el despachante de aduana se consolida como un 
ingrediente, una pieza central en la gestión aduanera. Se incorpora un régimen actualizado, completo y 
autocontenido para la actuación de los despachantes, que pasan a definirse como agentes auxiliares 
del comercio exterior y de la función pública aduanera. Al despachante se le asignan responsabilidades 
sustantivas para que desarrolle una función pública aduanera, contribuyendo a mejorar la eficiencia de 
las tareas de control de la Aduana; se deja de concebir al despachante como un mero gestor. El 
despachante, por lo tanto, debe reunir alto nivel de conocimientos técnicos y actualización en la 
materia para contribuir a un comercio exterior fluido y seguro, bajo la supervisión y la fiscalización de la 
Dirección Nacional de Aduanas. Quiere decir que esto es como los dos platos de la balanza: se les 


asignan roles y responsabilidades como auxiliares de la fiscalización del comercio exterior y, como 
contracara, habrá exigencias de excelencia de nivel, de actualización y de formación para los 
despachantes de aduana. En consecuencia, es la contrapartida lógica: la intervención preceptiva del 
despachante, su rol de auxiliar de la Aduana debe tener la contrapartida de la idoneidad, la 
responsabilidad y la capacidad de control. 


En consecuencia, se modifican algunas formas por las cuales los despachantes devenían 
despachantes; por ejemplo, la única forma que se prevé en este Código propuesto para acceder a la 
calidad de despachante es un examen de competencia. Se elimina la posibilidad de acceder por años 
de antigúedad como empleado o apoderado de los despachantes. También se agrega un requisito de 
aprobar un examen de competencia para la habilitación definitiva transcurridos 10 años desde la 
habilitación inicial, lo cual es solamente aplicable a los nuevos despachantes, a las habilitaciones 
otorgadas a partir de la vigencia del Código que se presenta. Obviamente, se incluyen requisitos 
básicos, como por ejemplo: estar al día con las obligaciones ante el BPS, la DGI y la Dirección 
Nacional de Aduanas. Antes solo se hablaba de BPS y DGI, e increíblemente no se planteaba la 
obligatoriedad de estar al día con la Dirección Nacional de Aduanas. 


Se les da rango legal a las exigencias de garantías para el despachante y la posibilidad de 
que la ADAU constituya un fondo de garantía social parcialmente sustitutivo de la garantía individual. 
Se mantiene la responsabilidad del despachante por el pago de los tributos aduaneros y proventos 
portuarios solidariamente con su comitente. El CAROU potencia al despachante como auxiliar de la 
función aduanera, de la función de control y facilitación del comercio. Por lo tanto, eso implica que el 
despachante deba habilitarse, pero también, como decíamos, a modo de contrapartida debe implicar 
algunas restricciones. Por ejemplo, el despachante no puede constituir ni participar en sociedades ni 
contratar con empresas si esto implica una intermediación de estas personas entre él y su comitente. 
No puede ser contratado bajo relación de dependencia por personas físicas o jurídicas que estén 
vinculadas con operaciones aduaneras o de comercio exterior. O sea, si va a ser parte de la función de 
control, no puede estar de los dos lados del mostrador. Debe acreditar ante la Aduana el poder o 
mandato de su comitente para la realización de las operaciones aduaneras y llevar registro de sus 
datos. 


El Código también introduce modalidades alternativas de despachantes de Aduana y, en 
particular, es explícito y más claro con respecto a la distinción entre el despachante de Aduana persona 
física y el despachante de Aduana persona jurídica. Las sociedades de despachantes de Aduana que 
existen en la actualidad son las que ya actuaban como tales con anterioridad a la Ley NO 
13.925, del año 1970, y que fueron agentes de comercio exterior y se inscribieron como despachantes 
de aduana al amparo de la Ley N* 16.320. El Código propuesto admite la creación de despachantes de 
Aduana personas jurídicas, pero las regula expresamente. Solo pueden adoptar la forma de sociedad 
colectiva o de responsabilidad limitada, dos tipos sociales en que los titulares son responsables e 
identificables. Los socios son responsables de forma personal, solidaria e ilimitada con la sociedad 
respecto de obligaciones pecuniarias generadas por esta ante la Dirección Nacional de Aduanas y 
están sujetos a los mismos requisitos y obligaciones de los despachantes personas físicas en todo lo 
que corresponde a obligaciones fiscales, constitución de garantías, etcétera. 


Entonces, a los despachantes se les da un rol de auxiliares de la actividad aduanera y de la 
fiscalización pero, como decíamos, esto debe tener como contrapartida un marco de especialización y 
solvencia técnica. Por lo tanto, estas sociedades de despachantes de Aaduana deben tener como 
objeto social exclusivo el desarrollo de actividades de despachantes, en línea con el objetivo de la 
especialización, y la limitación de actividades conexas. Asimismo, un despachante persona física no 
puede ser socio en más de un despachante persona jurídica ni puede ejercer de forma individual 
cuando forma parte de una sociedad. 


En consecuencia, el Código que se plantea prevé la adecuación de las sociedades existentes 
a la nueva normativa, considerando despachantes, a todos los efectos, a los socios que, a la entrada 
en vigencia del nuevo texto, tuvieran más de un año de antigúedad. 


Obviamente, este nuevo rol y estas nuevas exigencias en materia de profesionalización y 
especialización tienen atada la necesidad de definir un régimen de sanciones administrativas, que es 


incorporado en el Código que se plantea. De esta manera se actualiza y sustituye el decreto de 1971, 
relativo a las sanciones administrativas, ampliándose el elenco de posibles sanciones al agregarse el 
apercibimiento, la multa y la inhabilitación definitiva. Vale destacar que el régimen actual solo 
contempla la suspensión, por lo que está claro que se da más flexibilidad al régimen sancionatorio. 
Cualquier sanción de suspensión o inhabilitación debe ser aprobada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, mientras que actualmente interviene solo en el caso de suspensión por más de 30 días. Las 
sanciones de inhabilitación o suspensión a los despachantes personas jurídicas se hacen extensivas a 
los integrantes de la sociedad. El elenco de situaciones que dan lugar a sanciones es similar al vigente 
y las faltas más leves son pasibles de apercibimiento, multa o suspensión de hasta 60 días, mientras 
que las más graves implicarían multa, suspensión o inhabilitación. Se mantienen, entonces, las 
potestades de la Dirección Nacional de Aduanas de decretar la suspensión preventiva en caso de 
omisiones o faltas graves, con el agregado de que la suspensión queda sin efecto cuando la Aduana 
no emite resolución dentro del plazo previsto. 


Una vez recorrido el nuevo régimen de despachantes de Aduana que se propone en el 
Código, queremos dedicar unos minutos al tema de régimen infraccional aduanero. Si se quiere, es el 
gran bloque normativo que se agrega en el CAROU con relación al Código del Mercosur; en los demás 
aspectos uno diría que complementa algunas cosas que estaban reguladas de manera incompleta en 
este último, pero este bloque del régimen infraccional aduanero es algo que se agrega, ya que había 
muy pocas normas al respecto en el Código del Mercosur. 


Entonces, el Código Aduanero propuesto actualiza el conjunto de infracciones bajo criterios 
uniformes. Actualmente las infracciones aduaneras están reguladas por distintas normas, aprobadas en 
diferentes momentos a lo largo de cinco décadas, prácticamente, y de acuerdo con distintas 
concepciones y problemáticas. Justamente, al unificar esta lógica, lo que hace el CAROU es incorporar 
en un todo orgánico el régimen infraccional y, por lo tanto, procura razonarse sobre la base de los 
mismos principios y procedimientos. Creemos que eso otorga certeza jurídica y reglas claras, tanto 
para aquellos que deben cumplir la norma como para quienes la fiscalizan. 


SEÑOR TAJAM..- Disculpe, ¿a partir de qué artículo comienza esta temática? 
SEÑOR MINISTRO..- Esto está previsto en los artículos 199 y siguientes. 


La racionalización del régimen infraccional implica una reducción del elenco de infracciones y, 
a su vez, para mantener la consistencia sobre principios y procedimientos, se actualizó su redacción. 
Las infracciones incluyen: la contravención, la defraudación, la defraudación de valor, el abandono 
infraccional de mercaderías, el desvío de exoneraciones y, obviamente, el contrabando. 


El Código propuesto introduce una regulación expresa para la receptación de contrabando, 
estableciendo que se considera incurso en la infracción aduanera de contrabando quien adquiera 
recibo o posea mercadería con la finalidad de industrializarla o comercializarla, sabiendo o debiendo 
saber que esta ha sido objeto de infracción de contrabando. Es decir que la receptación se integra al 
régimen infraccional. 


El régimen vigente sanciona de la misma manera a quien actuó de forma involuntaria, a quien 
lo hizo con negligencia o a quien actuó intencionalmente de manera ilícita; en tanto las sanciones son 
fijas y suelen estar concebidas para el infractor doloso, el régimen también puede dar lugar a 
sanciones demasiado severas cuando no hay dolo. Desde hace muchos años se plantea esta 
discusión doctrinaria y en los últimos tiempos la jurisprudencia ha aceptado mayoritariamente que la 
infracción de defraudación se imputa a título de dolo; también ha establecido que en varias ocasiones 
se pueden admitir causas de justificación y la aplicación de un criterio de benignidad para evitar 
excesos en la interpretación objetiva y mecánica del régimen. Por eso, de alguna manera, el CAROU 
atenúa esa rigurosidad del sistema vigente y consagra elementos de responsabilidad subjetiva para 
algunas de las infracciones; obviamente, hablamos de la defraudación, de la defraudación de valor, del 
desvío de exoneraciones y del contrabando. Mientras tanto, se mantiene con más dureza la 
responsabilidad objetiva para las infracciones de contravención y diferencia. 


De esta manera, en el CAROU se establecen reglas más claras: hay más certeza jurídica para 
los operadores y para quienes deben administrar, tanto desde el punto de vista aduanero como en el 
sistema judicial. 


Este Código ajusta, amplía y clarifica los responsables por las infracciones aduaneras y el 
pago de las sanciones pecuniarias. Aquí se plantea que los responsables por las infracciones son el 
autor, el coautor y el cómplice, y que responden solidariamente cuando son varios. 


Por otra parte, se modernizan y se abrevian los procedimientos; se mantienen los aspectos 
procedimentales vigentes que funcionan correctamente y se procura mejorar algunos procesos que en 
la actualidad pueden ser lentos y costosos, aunque sin introducir grandes modificaciones. Se regula el 
proceso administrativo anterior a la denuncia aduanera y el jurisdiccional posterior. 


Uno de los ajustes que puede destacarse es que se deroga la competencia jurisdiccional de la 
Aduana en asuntos de menor cuantía, que era uno de los aspectos más cuestionados del régimen 
vigente. A su vez, se establecen, expresa y claramente, los poderes de instrucción del Tribunal, 
institucionalizando una situación similar a la práctica actual, en línea con la doctrina mayoritaria. Se 
consagra la instancia única para asuntos de cuantía de hasta 40.000 unidades indexadas; se unifican 
las medidas cautelares provisionales o anticipadas vigentes y se mejora la redacción; se establece el 
principio de inmediación y concentración del proceso; se prevé un juicio más breve; se reglamenta el 
proceso de ejecución y se regulan los eventuales incidentes con referencia directa al procedimiento del 
Código General del Proceso. 


Hay algunas innovaciones en el nuevo régimen infraccional como, por ejemplo, lo que 
respecta a la autorrevisión y a la tipificación de delitos. En el Código propuesto se incorpora el instituto 
de la autorrevisión, es decir que el operador puede reconocer, por sí, ante la Aduana, haber cometido 
una diferencia de la que puede resultar una infracción, recibiendo como sanción una multa muy inferior 
a la que correspondería si dicha infracción fuera constatada por la propia Dirección Nacional de 
Aduanas. Asimismo, se mantiene el delito aduanero de contrabando y se introducen circunstancias 
atenuantes y agravantes. Ahora se consagraría el delito de defraudación aduanera, es decir que se 
trata de penar situaciones de riesgo fiscal que puedan ser tanto o más perjudiciales que determinados 
contrabandos. 


Un último aspecto de la propuesta de Código que queríamos destacar refiere propiamente a 
la función aduanera y, sobre todo, de la Dirección Nacional de Aduanas. El Código especifica de 
manera más clara las competencias de la Dirección Nacional de Aduanas incluyéndose, obviamente, 
las facultades habituales para una administración aduanera moderna, en la que tienen que 
compatibilizarse los roles de fiscalización y control del comercio con los de facilitación del comercio. 


Creemos que la especificación ahora sería más clara, reduciría incertidumbres jurídicas y 
resolvería limitaciones de la actual normativa, en la medida en que se le daría rango legal a 
competencias reglamentarias que tiene la Aduana para la aplicación de la legislación y el 
establecimiento de procedimientos. Se diferencian, además, las competencias de la Aduana en las 
distintas zonas -primaria, secundaria y de vigilancia especial- y también la preminencia de la Aduana 
en la zona primaria aduanera en el ejercicio de su competencia en distintas actividades. 


Decíamos que se equilibra el rol de la Aduana desde el punto de vista de la recaudación y del 
control, y también en cuanto a la facilitación y promoción del comercio exterior. Se definen principios 
referidos a la actuación de la Aduana con relación a la integridad, eficiencia, eficacia, profesionalismo y 
transparencia; se institucionalizan formas modernas de control aduanero a través sistemas de 
selectividad basados en análisis de riesgo y, complementariamente, mediante sistemas aleatorios. Está 
claro que en el mundo de hoy es imposible que una Aduana revise todos los contenedores que pasan 
por allí; básicamente debe contar con modelos de riesgo para identificar qué contenedores deben 
controlarse, así como utilizar sistemas de controles aleatorios. 


También se institucionaliza el avance hacia una Aduana sin papeles, con mayor peso de los 
medios de transmisión electrónica de datos y los sistemas informáticos, el reconocimiento de la firma 


digital certificada -la firma electrónica segura- para todos los efectos legales y la admisibilidad de la 
información transmitida electrónicamente por sistema informático autorizado por la Dirección Nacional 
de Aduanas como medio de prueba. 


A su vez, en el marco de las funciones aduaneras se incorpora la figura del operador 
económico calificado, que es un instrumento que en otras administraciones ha probado ser de gran 
potencial para facilitar el comercio, puesto que permite que los sujetos que se desempeñan como 
operadores económicos calificados auxilien y contribuyan con los roles de la Aduana, facilitando y 
simplificando procedimientos. 


Tal como lo mencionábamos, el Código introduce un sistema de consultas previas vinculantes 
donde la Aduana tiene un plazo perentorio para expedirse, de manera tal de dejar claras las 
situaciones respecto de las que los distintos agentes de la actividad aduanera puedan tener dudas. 
También se prevén diversas disposiciones en el Código que instruyen expresamente a la Dirección 
Nacional de Aduanas en el sentido de la facilitación del comercio, como aplicar únicamente las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de la legislación. 


Por lo tanto, creemos que el Código propuesto contempla a todos los actores relevantes para 
la función aduanera y eso lo constituye, entonces, en un marco integral, orgánico y único para esta 
actividad. Se considera a los agentes privados de interés público -despachantes de aduanas, agentes 
marítimos, aéreos, terrestres y proveedores marítimos y aéreos- y se amplía sustancialmente el elenco 
de agentes sujetos a regulación por parte de la Aduana en atención a sus actuaciones como 
operadores aduaneros. Obviamente, esto implica a agentes de transporte, exportador, importador, 
proveedor de a bordo, transportista, agente de carga, depositario de mercaderías, operador postal y 
otros que cumplan actividades en relación con operaciones aduaneras. Se incorpora el régimen de 
sanciones administrativas para estos sujetos respecto de su actuación ante la Aduana, que es bastante 
análogo al régimen de sanciones administrativas que mencionamos para los despachantes de Aduana. 


Por lo tanto, creemos que la propuesta que está en el proyecto de ley del nuevo Código 
Aduanero de la República Oriental del Uruguay se vuelve un instrumento imprescindible para la 
modernización, la actualización y la inserción económica internacional, ya que consolida y potencia el 
desarrollo de las actividades logísticas en el país, mejora la certeza jurídica en todos los aspectos e 
incluye al conjunto de agentes relevantes. Asimismo, jerarquiza y exige a la función del despachante de 
Aduana, actualiza la normativa a las realidades del comercio, consagrando una Dirección Nacional de 
Aduanas facilitadora de comercio, integra y unifica la legislación aduanera para evitar diferencias de 
interpretación y problemas de implementación, y mejora la administración de justicia de las actividades 
aduaneras. 


Como decíamos hace un rato, este proyecto de ley fue tratado en la Cámara de 
Representantes, donde se recabó la opinión de prácticamente todos los agentes relevantes en las 
actividades aduaneras. También se introdujeron algunas modificaciones al proyecto original; según 
tengo entendido, se modificaron unos 14 artículos en función de las sugerencias y opiniones, sobre 
todo del sector privado. Asimismo, creo que vale la pena destacar que siendo un proyecto de ley que 
contiene 276 artículos, 270 fueron votados por unanimidad; además, me parece que todos los 
representantes de los distintos partidos políticos hicieron fundamentaciones profundas con respecto a 
por qué era necesario aprobar este Código y de qué modo su proceso de elaboración contribuyó a 
conformar una pieza equilibrada y moderna. Hay 6 artículos en los que no hubo unanimidad en la 
Cámara de Representantes, pero pensamos que en general no se trata de disposiciones relevantes 
que hagan a la sustancia del Código. 


Obviamente, estamos a disposición de los señores Senadores en caso de que quieran 
interiorizarse de la naturaleza de esos artículos y de las objeciones que plantearon los distintos actores 
del sector privado al respecto, así como de la posición del Poder Ejecutivo, que llevó a que se 
mantuviera su redacción. 


Esta ha sido la presentación del proyecto y, obviamente, quedamos a las órdenes de los 
señores Senadores para responder las consultas que deseen formular. 


SEÑOR BARÁIBAR.- El señor Ministro hizo referencia a las diferencias que surgieron en la Cámara de 
Representantes con respecto a 6 artículos; pienso que sería bueno conocerlas. 


Dado que está presente el Director Nacional de Aduanas, señor Canon -quien 
seguramente trabajó de forma más directa- nos gustaría saber cómo ven este proyecto los distintos 
agentes vinculados al tema aduanero -como los despachantes y otros involucrados- ya que 
seguramente nos van a pedir entrevistas y quisiéramos tener una idea más concreta sobre el tema. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera saber si el sistema de puertos y aeropuertos libres abarca a todos o hay 
casos en los que no se aplica ese régimen. 


SEÑOR MINISTRO.- Obviamente, el sistema abarca potencialmente a todos los puertos y aeropuertos, 
pero deben especificarse como regímenes especiales, cumpliendo con ciertos requerimientos. En 
definitiva, no se trata de un mecanismo automático, pero reitero que potencialmente puede haber 
regímenes de puerto y aeropuerto libre en todos los puertos y aeropuertos del país. Por cierto, hay un 
documento que se manejó desde la terminal de cargas de Uruguay -o sea, del sector privado- que, 
justamente, reivindica el hecho de que el Código Aduanero que se plantea permite nuevas operaciones 
previstas en puertos y aeropuertos libres. Allí justamente se destaca que si se aprobara el CAROU, 
podrían desarrollarse una serie de actividades y operaciones, y sería positivo hacerlo. Concretamente, 
podrían constituirse centros de reparación de productos de tecnología, adaptación de productos al 
mercado final, instalación y modificación de software, operaciones de ensamblaje y montaje, 
manipulación de productos farmacéuticos y otras operaciones de depósito industrial. 


Desde esa perspectiva, creemos que la aprobación de la legislación sería un incentivo para 
que más agentes operen en el régimen de puertos y aeropuertos libres en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto a las expresiones del señor Senador Baráibar, quería manifestar - 
más allá de que, obviamente, el señor Ministro cuenta con muy buena información- que la Comisión 
también tiene una secretaría muy competente que nos ha hecho llegar un material que repartiremos. 


(Dialogado.) 


-En este trabajo consta que la Comisión de la Cámara de Representantes trabajó durante un 
año, así como también las delegaciones que recibió, cómo fue el sistema de votación y cuáles son los 
seis artículos que no fueron votados por unanimidad. También confeccionó un comparativo entre el 
Código Aduanero del Mercosur y el Código Aduanero Uruguayo para ver qué se toma tal cual está y 
qué no. 


Asimismo, la secretaría nos ha entregado algunas posibles correcciones a errores de 
redacción o de referencia a artículos en forma equivocada que contiene el texto de proyecto de ley 
aprobado en la Cámara de Representantes. Entre ellas hay una corrección que fue propuesta por la 
Dirección Nacional de Aduanas con respecto al artículo 52. La doctora Roxana Brizuela envió el texto 
haciendo la sugerencia, pero no fue recogida por la Cámara de Representantes. Me gustaría saber -lo 
dejo planteado- si el Ministerio va a entregarnos posibles cambios al proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO.- No sé si ese planteo comparte lo solicitado por el señor Senador Baráibar acerca 
de recorrer los artículos que no fueron aprobados por unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador no lo solicitó, señor Ministro, pero quiere saber cuáles son 
los artículos. En el documento que hizo la secretaría y que se va a repartir, figura todo lo que mencioné 
anteriormente, pero si además quiere saber los motivos de la discrepancia, quizás el señor Ministro nos 
pueda ilustrar al respecto o podríamos invitar al Representante Pablo Abdala que fue el que las fundó, 
pero eso no va a ser en el día de hoy. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Me hice eco de la sugerencia que hizo el propio Ministro acerca de hacer una 
referencia a las diferencias que se habían planteado en seis artículos en la Cámara de 


Representantes. Después de mi intervención, el señor Presidente hizo referencia al documento muy 
importante realizado por la secretaría de la Comisión que sin duda va a enriquecer el debate, pero 
contando con la presencia del Ministro en Comisión y teniendo la posibilidad de que nos dé su opinión 
sobre el tema, creo que sería muy útil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengamos presente que no siempre es una virtud que los proyectos vengan 
aprobados por unanimidad. 


SEÑOR MINISTRO.- Una posibilidad en aras del clima de la conversación es dejar a la Comisión un 
documento donde están los seis artículos que no fueron votados por unanimidad y en el que figuran 
cuáles eran las objeciones planteadas por parte del sector privado, así como la posición tomada por el 
Poder Ejecutivo en los distintos artículos. No pensábamos dejar este material, pero con mucho gusto lo 
podemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- No se trata de artículos sustanciales para el Código Aduanero de la República 
Oriental del Uruguay, sino que son detalles. 


Para exaltar una vez más las bondades de la secretaría, procedemos a entregar el 
documento al que hice alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También será repartido, señor Ministro. 


Si eventualmente tienen algún cambio para introducir en este proyecto de ley, solicitamos 
que nos lo hagan llegar por escrito. 


SEÑOR CANON.- Devuelvo esto y me quedo con el deber de dar una respuesta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El Director Nacional de Aduanas nos dirá si mantiene el cambio o no. 


SEÑOR ONS.- La modificación que propuso Roxana Brizuela es el resultado de un cambio propuesto 
en la Comisión de Hacienda que no fue recogido en un artículo que hacía referencia a la disposición 
que se cambió. 


Se olvidaron de ajustar la referencia. 
SEÑOR MINISTRO..- Habría que hacer ese cambio. 
(Dialogado.) 


SEÑOR AMORÍN.- Es un gusto tener aquí al señor Ministro de Economía y Finanzas y quiero 
aprovechar la oportunidad para consultar sobre un tema que nos preocupa a todos y seguramente él 
será de los más preocupados; me refiero a la inflación. 


Los datos que recibimos en el día de ayer son medianamente preocupantes y queremos saber 
si el señor Ministro desea hacer algún comentario sobre alguna medida que piensa tomar y cómo ve el 
futuro en ese sentido. Aclaro que sé que esto está fuera de tema. 


SEÑOR MINISTRO..- El tema de la inflación no es medianamente preocupante, sino preocupante. 


Hace un buen tiempo planteamos que en el contexto de un proceso económico que luce 
saludable en términos de estructura de crecimiento y de las principales variables macro y 


microeconómicas, la inflación es un poco la variable que desentona. Efectivamente esto se agudizó en 
el mes de febrero, con un salto en la tasa anualizada de inflación que la llevó al 9,8%. 


Acá hay dos niveles. Uno refiere a una cuestión más estructural de la inflación y otro al salto 
que se dio en febrero, sin duda asociado a la situación climática, porque casi un 0,7% del aumento se 
explica por la suba de los precios de frutas y verduras -sobre todo de estas últimas- que estuvo en el 
orden del 20% y 25% en varios casos. 


Creo que es preocupante desde ese punto de vista, pero sobre todo en cuanto a la cuestión 
más estructural porque la inflación debe converger hacia guarismos un poco más bajos. No creemos 
que haya ninguna situación fuera de control ni nada por el estilo y venimos analizando el tema desde 
hace un buen tiempo. Vemos que la inflación está un poco por encima de lo que todos deseamos y es 
difícil combatirla en un contexto de altos precios internacionales y de firme demanda doméstica. Esto 
no tiene otras repercusiones en el terreno macroeconómico porque la demanda doméstica no está 
basada en burbujas ni en excesos de crédito -los niveles de crédito y el ritmo al que este crece en el 
país no generan mayor preocupación- sino en una acumulación de incrementos de los ingresos de los 
hogares en la última década. Así como la economía ha crecido mucho en los últimos nueve años, los 
ingresos de los hogares lo han hecho aún más por todas las fuentes de rentas posibles. Eso es lo que 
está financiando y soportando una demanda doméstica firme que hace que, de alguna manera, la suba 
de precios sea absorbida por la demanda. Si los precios subieran y las cosas no se vendieran, 
tendríamos una presión a la baja de los precios, pero eso no está sucediendo, lo que dificulta bastante 
el combate a la inflación con las medidas tradicionales asociadas a la política monetaria. Esta se ha 
hecho más contractiva y, si bien eso ha contribuido, no es suficiente por lo que decíamos recién. Hoy 
por hoy, el crédito no es el principal motor de la demanda. Por lo tanto, se apela a otro tipo de medidas. 


Obviamente, vemos con atención y preocupación los datos del mes de febrero; evaluaremos 
la situación y estudiaremos qué medidas efectivamente -valga la redundancia- pueden ser 
efectivas. En este contexto, ir a una profundización mayor del carácter contractivo de la política 
monetaria quizás no sea efectivo desde ese punto de vista. De todas maneras, eso será evaluado por 
el Banco Central el mes próximo. Creemos que debemos ver el problema con mayor integralidad y, 
obviamente, definir alguna medida específica, procurando mitigar sobre todo el dato circunstancial de 
la inflación. Digo eso porque debemos evitar que ello se integre a las expectativas de los agentes 
generando una inercia o espiral que sería negativo. 


En síntesis, consideramos preocupante la situación existente. Estamos atentos a ver qué tipo 
de medidas pueden ser efectivas ya que, si bien la situación se explica por una cuestión bastante 
circunstancial, es necesario actuar sobre ella para evitar que lo circunstancial se transforme en 
permanente a través del canal de las expectativas. Obviamente, cuando pensemos llevar adelante 
medidas específicas, las anunciaremos a la brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro de Economía y Finanzas y a la delegación que 
lo acompaña la información brindada. 


Se levanta la sesión. 


Presentación del Ministerio de Economía y Finanzas-Código Aduanero de la República Oriental del 
Uruguay /a> 


(Es la hora 11 y 48 minutos.) 
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